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RESOLUCIÓN Nro. SISECU911-DG-2023-008 
 
 

MGS. BOLÍVAR WLADIMIR TELLO ASTUDILLO 

DIRECTOR GENERAL 

SERVICIO INTEGRADO DE SEGURIDAD ECU-911 
 

 
C O N S I D E R A N D O: 

 
Que el artículo 83 de la Constitución de la República del Ecuador, consagra los deberes y 

responsabilidades de las ecuatorianas y de los ecuatorianos, entre los cuales está el 

promover el bien común y anteponer el interés general al interés particular, administrar 

honradamente y con apego irrestricto a la ley el patrimonio público, asumir las funciones 

públicas como un servicio a la colectividad y rendir cuentas a la sociedad y a la autoridad, 

conservar el patrimonio cultural y natural del país, y cuidar y mantener los bienes públicos, 

participar en la vida política, cívica y comunitaria del país de manera honesta y 

transparente. Deberes y responsabilidades que deben observarse también en la relación 

entre la ciudadanía y el Estado para la administración de las finanzas públicas; 

 
Que  el principio de legalidad consagrado en el artículo 226 de la Constitución, ordena que las 

instituciones, sus organismos, dependencias, servidores públicos y personas que actúen en 

virtud de una potestad estatal, ejercerán solamente las competencias y facultades que le 

sean atribuidas en la Constitución y la Ley; 

 
Que   el artículo 227 de la Constitución de la República dispone que: "La administración pública 

constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, 

calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, 

planificación, transparencia y evaluación"; 

 
Que   el artículo 233 de la Constitución de la República ordena que: "Ninguna servidora ni 

servidor público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio 

de sus funciones o por omisiones, y serán responsable administrativa, civil y penalmente 

por el manejo y administración de fondos, bienes o recursos públicos"; 

 
Que  el Ecuador es suscriptor de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 

ratificada mediante Decreto Ejecutivo 340 publicado en el Registro Oficial No. 76 de 05 de 

agosto de 2005, misma que tiene como finalidad promover y fortalecer las medidas para 

prevenir y combatir más eficaz y eficientemente la corrupción; promover, facilitar y apoyar 

la cooperación internacional y la asistencia técnica en la prevención y lucha contra la 

corrupción, incluida la recuperación de activos; y, promover la integridad, la obligación de 

rendir cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes públicos; 
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Que el artículo 6 del Código Orgánico Administrativo, publicado en el Registro Oficial 

Suplemento No. 31, de 07 de julio de 2017, dispone: "Principio de jerarquía. Los 

organismos que conforman el Estado se estructuran y organizan de manera 

escalonada. Los órganos superiores dirigen y controlan la labor de sus subordinados y 

resuelven los conflictos entre los mismos"; 

 

Que   el artículo 7 ibídem ordena: "Principio de desconcentración. La función administrativa 

se desarrolla bajo el criterio de distribución objetiva de funciones, privilegia la 

delegación de la repartición de funciones entre los órganos de una misma 

administración pública, para descongestionar y acercar las administraciones a las 

personas"; 

 

Que  el artículo 17 del Código Orgánico Administrativo ordena: "Principio de buena fe. Se 

presume que los servidores/as públicos y las personas mantienen un comportamiento 

legal y adecuado en el ejercicio de sus competencias, derechos y deberes"; 

 

Que   el artículo 21 del Código Orgánico Administrativo dispone: "Principio de ética y 

probidad. Los servidores/as públicos, así como las personas que se relacionan con las 

administraciones públicas, actuarán con rectitud, lealtad y honestidad. En las 

administraciones públicas se promoverá la misión de servicio, probidad, honradez, 

integridad, imparcialidad, buena fe, confianza mutua, solidaridad, transparencia, 

dedicación al trabajo, en el marco de los más altos estándares profesionales; el respeto 

a las personas, la diligencia y la primacía del interés general, sobre el particular"; 

 

Que el Capítulo II del Código Orgánico Administrativo, dispone la forma de creación, 

integración, competencias, organización, entre otros, relacionados con la creación de 

cuerpos colegiados; 

 

Que   el artículo 69 Código Orgánico Administrativo manda: "Delegación de competencias. 

Los órganos administrativos pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida 

la de gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la misma administración pública, 

jerárquicamente dependientes..."; 

 

Que dentro del Capítulo Tercero "Ejercicio de las competencias", del Código Orgánico 

Administrativo, la Sección Segunda, "Formas de transferencia de las competencias", 

manda que las normas para el mecanismo de delegación de competencias, así como 

sus efectos y condiciones particulares; 

Que  el artículo 128 de la norma ibídem dispone: “Acto normativo de carácter 
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administrativo. Es toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de una 

competencia administrativa que produce efectos jurídicos generales, que no se agota 

con su cumplimiento y de forma directa”; 

 

Que el artículo 130 de la misma norma ordena: “Competencia normativa de carácter 

administrativo. Las máximas autoridades administrativas tienen competencia 

normativa de carácter administrativo únicamente para regular los asuntos internos del 

órgano a su cargo, salvo los casos en los que la ley prevea esta competencia para la 

máxima autoridad legislativa de una administración pública”. 

 

Que  el artículo 22 de la Ley Orgánica del Servicio Público, establece como deberes de los 

servidores/as públicos, entre otros, los siguientes: “(…) h) Ejercer sus funciones con 

lealtad institucional, rectitud y buena fe. Sus actos deberán ajustarse a los objetivos 

propios de la institución en la que se desempeñe y administrar los recursos públicos con 

apego a los principios de legalidad, eficacia, economía y eficiencia, rindiendo cuentas de 

su gestión; i) Cumplir con los requerimientos en materia de desarrollo institucional, 

recursos humanos y remuneraciones implementados por el ordenamiento jurídico 

vigente (…)"; 

 
Que  el artículo 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, publicada en el 

Registro Oficial Suplemento 595 de 12 de junio de 2002, manda: "Máximas 

autoridades, titulares y responsables. - Los Ministros de Estado y las máximas 

autoridades de las instituciones del Estado, son responsables de los actos, contratos o 

resoluciones emanados de su autoridad. Además, se establecen las siguientes 

atribuciones y obligaciones específicas: (...) e) Dictar los correspondientes reglamentos 

y demás normas secundarias necesarias para el eficiente, efectivo y económico 

funcionamiento de sus instituciones: (...) g) Actuar con profesionalismo y verificar que el 

personal a su cargo proceda de la misma manera; y, h) Cumplir y hacer cumplir la 

Constitución Política de la República y las leyes"; 

 
Que  el artículo 19 del ERJAFE dispone: "Principio de imparcialidad e independencia. Los 

servidores/as públicos evitarán resolver por afectos o desafectos que supongan un 

conflicto de intereses o generen actuaciones incompatibles con el interés general"; 

Que   el artículo 55 del ERJAFE ordena: "Las atribuciones propias de las diversas entidades y 

autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables en 

las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren 

prohibidas por Ley o por Decreto. La delegación será publicada en el Registro Oficial". 
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Que  el artículo 90 del ERJAFE ordena: "Los actos administrativos podrán extinguirse o 

reformarse en sede administrativa por razones de legitimidad o de oportunidad". 

Que  en el Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 "Toda una Vida", se establece como 

"Objetivo No. 8 el promover la transparencia y la corresponsabilidad para una nueva 

ética social, estableciendo como políticas: 8.1 Impulsar una nueva ética laica, basada 

en la honestidad, la solidaridad, la corresponsabilidad, el diálogo, la igualdad, la 

equidad y la justicia social como valores y virtudes que orienten el comportamiento y 

accionar de la sociedad y sus diversos sectores. 8.2 Fortalecer la transparencia en la 

gestión de instituciones públicas y privadas y la lucha contra la corrupción, con mejor 

difusión y acceso a información pública de calidad, optimizando las políticas de 

rendición de cuentas y promoviendo la participación y el control social"; 

Que    la Norma ISO 37001:2016, establece que el Sistema de Gestión Antisoborno debe 

estar conformado por los entes de: Gobierno, Alta Dirección y la función de 

Cumplimiento, para que permitan el eficaz y eficiente funcionamiento del Sistema de 

Gestión implementado. 

Que   la Norma ISO 37001:2016, establece en su numeral 5.2 Política Antisoborno.- “La alta 

dirección debe establecer, mantener y revisar una política antisoborno que:  

a) prohíba el soborno; 

b) requiera del cumplimiento de las leyes antisoborno que sean aplicables a la 

organización; 

c) sea apropiada al propósito de la organización; 

d) proporcione un marco de referencia para el establecimiento, revisión y logro de los 

objetivos antisoborno;  

e) incluya el compromiso de cumplir los requisitos del sistema de gestión antisoborno; 

f) promueva el planteamiento de inquietudes de buena fe o sobre la base de una 

creencia razonable, en confianza y sin temor a represalias; 

g) incluya un compromiso de mejora continua del sistema de gestión antisoborno; 

h) explique la autoridad y la independencia de la función de cumplimiento 

antisoborno; y 

i) explique las consecuencias de no cumplir con la política antisoborno”; 

 
Que    el Decreto Ejecutivo N° 988 de 29 de diciembre de 2011, publicado en el Registro 

Oficial N° 618 de 13 de enero de 2012, en su artículo 1 regula y dispone la 
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implementación del Servicio Integrado de Seguridad ECU 911, concebida como 
herramienta tecnológica integradora de los servicios de emergencia que prestan los 
Bomberos, las Fuerzas Armadas, la Policía Nacional e instituciones que forman el 
Sistema Nacional de Salud; 

 
Que    la Disposición General del Decreto Ejecutivo N° 031 de 24 de junio de 2013, publicado 

en el Registro Oficial Suplemento No. 44 de 25 de julio de 2013, señala: “Concédase al 
Servicio Integrado de Seguridad ECU-911 la calidad de “Servicio” en los términos de la 
letra h) del Artículo 10.1 del Estatuto de Régimen Jurídico y Administrativo de la 
Función Ejecutiva y, por tanto, personalidad jurídica como organismo público con 
autonomía administrativa, operativa y financiera, y jurisdicción nacional, con sede 
principal en la ciudad de Quito, conformado por centros operativos a nivel nacional.”; 

 

Que   mediante Acuerdo N° 001 de 11 de marzo de 2015, publicado en el Registro Oficial 
Edición Especial N° 314 de 28 de mayo de 2015, se expide el Estatuto Orgánico de 
Gestión Organizacional por Procesos del Servicio Integrado de Seguridad ECU 911; 

 
Que   mediante Resolución Nro. SISECU911-DG-2020-010 de 26 de mayo de 2020, suscrita por 

el Ing. Juan Zapata Director General del Servicio Integrado de Seguridad ECU 911 de ese 
entonces; se expide la Política Antisoborno, así como la creación del Comité y la 
delegación del Responsable para la Implementación del Sistema Antisoborno del 
Servicio Integrado de Seguridad ECU 911. 

 
Que    mediante acción de personal Nro. PC-NJS-0001 de fecha 26 de enero de 2023, se 

nombró al Mgs. Bolívar Wladimir Tello Astudillo, como Director General del Servicio 
Integrado de Seguridad ECU 911, acción que rigió a partir del 27 de enero de 2023; 

 
Que  mediante Resolución del Comité de Cumplimiento Antisoborno, se aprobó en sesión 

extraordinaria Nro. SIS-DAJ-42 – CCAS SE – 007 de fecha 20 de octubre de 2023 la 
rectificación de la Política Antisoborno del Servicio Integrado de Seguridad ECU911. 

 
En uso de las facultades y atribuciones que confiere el artículo 77 número 1 letra e) de la Ley 
Orgánica de la Contraloría General del Estado, artículo 11 del Estatuto Orgánico de Gestión 
Organizacional por Procesos del Servicio Integrado de Seguridad ECU-911, artículo 69 del 
Código Orgánico Administrativo y demás ordenamiento jurídico invocado; 
 

RESUELVE: 
 

REFORMAR LA RESOLUCIÓN NRO. SISECU911-DG-2020-010 EN LA QUE SE EXPIDE LA 
POLÍTICA ANTISOBORNO, ASÍ COMO LA CREACIÓN DEL COMITÉ Y LA DELEGACIÓN DEL 
RESPONSABLE PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL SISTEMA ANTISOBORNO DEL SERVICIO 
INTEGRADO DE SEGURIDAD ECU-911. 
 
Artículo 1.- REFORMAR el artículo 18  de la siguiente manera:  
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Artículo 18.- APROBACIÓN.- Modificar y Aprobar la Política Antisoborno del Servicio 

Integrado de Seguridad ECU 911 que consta a continuación y cuyo cumplimiento es 

obligatorio para todos los servidores de esta institución: 

 

El Servicio Integrado de Seguridad ECU 911 como institución encargada de gestionar en 

todo el territorio ecuatoriano la atención y coordinación de emergencias, está 

comprometida con los principios de integralidad, responsabilidad y transparencia en 

cumplimiento con el ordenamiento jurídico vigente y los requisitos del Sistema de Gestión 

Antisoborno; por lo que, prohíbe el soborno, promueve el planteamiento de inquietudes de 

buena fe o sobre la base de una creencia razonable, dentro de un ambiente de confianza y 

sin temor a represalias; es así que, todos los servidores públicos  y trabajadores de la 

Institución estamos comprometidos con la mejora continua del Sistema de Gestión 

Antisoborno.  

 

La autoridad ha sido otorgada al Comité de Cumplimiento y a la Función de Cumplimiento 

Antisoborno, quienes tienen total independencia para su operación; y, cualquier persona 

que incumpla esta Política Antisoborno será sancionada de acuerdo a la normativa vigente. 

 

El cumplimiento de la Política Antisoborno aporta de forma transversal e integral para 

alcanzar el cumplimiento de los objetivos antisoborno establecidos por la institución. 

 

Artículo 2.- Salvo lo resuelto en la presente Resolución, se ratifica el contenido de la 

Resolución Nro. SISECU911-DG-2020-010 de 26 de mayo de 2020. 

 

Artículo 3.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin 

perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.  

 

Dado y firmado en la Dirección General del Servicio Integrado de Seguridad ECU-911, a los 9 

días del mes de noviembre de 2023. 

 

 

 

 

 

 

Mgs. Bolívar Wladimir Tello Astudillo 
DIRECTOR GENERAL 

SERVICIO INTEGRADO DE SEGURIDAD ECU-911 
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